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1. INTRODUCCION  
 
En Colombia, la Corte Constitucional ha proferido sentencias, entre ella la sentencia 
de unificación 039 de 1997, mediante la cual señala los parámetros que se deben tener en 
cuenta en los procesos de las consultas previas con los grupos étnicos del país, partiendo 
de alli se establecen las garantías de protección de los derechos de dichas comunidades.  
 
Ahora bien, se deja claro que la Consulta Previa debe ser realizada antes de la toma 
de decisiones; que es un derecho de carácter colectivo que debe responder al principio de 
buena fe; que debe hacerse de manera previa a la adopción de medidas administrativas y 
legislativas que puedan afectar a la comunidad indígena o étnica y que se le debe garantizar 
a la comunidad el libre acceso a la información. 
 
Sin embargo y pese a la importancia social, económica y política de la Consulta 
Previa, los ordenamientos jurídicos nacionales y el derecho internacional se caracterizan 
por una notable dispersión conceptual respecto al tema, y ello se debe a las irregularidades 
en la aplicación de los estándares internacionales y los escasos avances jurídicos de la 
Consulta Previa, más explícitamente a la falta de sistematización de los estándares 
existentes, que impide la protección eficaz de los derechos de las poblaciones indígenas. 
 
El tema de la no sistematización o unificación de conceptos normativos respecto al 
tema de la consulta previa  es común a varios países latinoamericanos, entre ellos 
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Colombia, en los cuales cada vez son más frecuentes los conflictos sociales relacionados 
con la explotación de los recursos naturales de los territorios indígenas.  
 
Al respecto la Universidad de los Andes en su estudio  “La consulta previa a pueblos 
indígenas. Los estándares del derecho internacional” tiene en cuenta la proliferación de 
normas respecto al tema para hacer un intento por sistematizar las normas internacionales 
de la consulta previa.  Por su parte Comunicaciones Aliadas en su investigación “¿Por qué 
la Consulta previa es un derecho fundamental de los pueblos indígenas?” elabora un 
informe que aborda la situación de este derecho en nueve países de Latinoamérica. Y otros 
estudios resaltan el desarrollo jurisprudencial en Colombia de la Consulta Previa, en los 
cuales se destaca que la jurisprudencia tiene a unificarse en la medida que la Corte 
Constitucional y la Corte Interamericana de Derechos Humanos profiere sentencias 
consecuentes con la conservación, integridad y supervivencia de las comunidades 
indígenas.    
 
De manera que la consulta previa es un derecho fundamental al cual tienen derecho 
los indígenas y demás grupos étnicos de una comunidad, cuando se van a realizar proyectos 
en su territorio que puedan alterar su integridad.  Este derecho consiste en que antes de 
iniciar un proyecto, la comunidad indígena o étnica, deberá ser informada de tales planes 
y podrá participar activamente del proceso de planeación, todo ello con el fin de que su 
integridad social, cultural y económica no sea alterada. Se busca además poder preservar 
la pluralidad cultural y la conservación de las diversas etnias. 
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La organización internacional del trabajo (OIT), es la entidad con mayor 
normatividad respecto a la Consulta Previa, en declaraciones y tratados internacionales que 
han consagrado las condiciones bajo las cuáles los Estados deben garantizar los derechos 
de estas comunidades en el entendido que estos se caracterizan por ser de carácter colectivo 
y distintivos en un plano de igualdad. En este sentido, es de resaltar que la base normativa 
es el convenio 169 de 1989 que precede la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
derechos de los pueblos indígenas, el cual entró en vigor para Colombia el 4 de marzo de 
1991. 
 
El presente trabajo se desarrollara con el objetivo de profundizar en la temática, 
adicionalmente servirá como material de estudio para futuras investigaciones en la rama 
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2. FUNDAMENTACION DEL PROBLEMA 
 
La violación de la consulta previa en las comunidades indígenas son generados por 
la infracción de la normatividad que la regula por parte de empresas privadas e instituciones 
públicas, la falta de capacitación en el tema a las comunidades indígenas y el 
desconocimiento de los territorios ancestrales de los indígenas, lo cual trae como 
consecuencia el desplazamiento de las comunidades de sus territorios, la destrucción del 
habitad y espacio de las comunidades indígenas y la alteración de creencias, costumbres, 
espiritualidad y cultura de las comunidades indígenas. 
 
Causas 
 Violación de la normatividad que regula la consulta previa por parte de 
empresas privadas e institucionales públicas 
 Falta de capacitación a las comunidades indígenas 
 Desconocimiento de los territorios ancestrales de los indígenas 
 
Síntomas 
 Desplazamiento de las comunidades indígenas de sus territorios 
 Destrucción del habitad y espacio de las comunidades indígenas 
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2.1 Problema de Investigación 
  
¿Cómo se han desarrollado los procesos de consulta previa a las comunidades indígenas 
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Hay violación de la consulta previa en las comunidades indígenas del Municipio de 




No hay violación de la consulta previa en las comunidades indígenas del Municipio 
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Este trabajo de investigación tiene como fundamento esencial, examinar desde una 
perspectiva jurídica, la situación por la que día a día atraviesan las comunidades indígenas 
tras la presunta vulneración de sus derechos fundamentales, entre ellos el derecho a la 
consulta previa a la luz de la constitución política, la  jurisprudencia, los tratados 
internacionales y la Doctrina.  
 
La  consulta previa en las comunidades indígenas, debe ser informada en el sentido 
de que los pueblos indígenas deben tener conocimiento de los riesgos o consecuencias a 
los que se pueden verse expuestos por la medida legislativa o administrativa que es 
consultada.  
 
La consulta previa es un derecho fundamental que tienen los pueblos y comunidades 
indígenas a ser consultados para decidir sobre medidas que puedan llegar afectar sus 
tradiciones, sus costumbres, su cultura y su territorio, debe realizarse de manera oportuna 
y previa,  el encargado de asegurar su efectividad según la Constitución Política de 
Colombia es el Estado, como  ente encargado de proteger y garantizar su no afectación con 
los planes de desarrollo, inversión, explotación o extracción que se quieran llevar a cabo 
dentro de cada territorio indígena.  
 
Se tiene que la Corte Constitucional en innumerables jurisprudencias han 
determinados los requisitos que requiere la consulta previa a las comunidades indígenas, 
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como lo es: (i) tener carácter previo, (ii) tener buena fe y la finalidad de llegar a un acuerdo, 
(iii) debe ser adecuada y accesible, (iv) debe tener un impacto ambiental,  (v) debe ser 
informada;  además, ha sentado claras líneas jurisprudenciales relacionadas con la 
naturaleza jurídica de la consulta previa a las comunidades indígenas, así como el tiempo, 
el lugar y la manera de realizarla.  
 
A lo largo de este trabajo,  se determinara si los entes encargados de vigilar,  controlar 
y acompañar los procesos de consulta previa a las comunidades indígenas del Municipio 
de Quinchia cumplen a cabalidad con los requisitos exigidos por la ley y la Constitución, 
y en caso de vislumbrar que existe una violación a este derecho fundamental se examinarán 
las causas y consecuencias por las cuales los procesos de consulta no están cumpliendo con 
los estándares internacionales fijados. 
 
Lo anterior será de gran ayuda a las comunidades indígenas del Municipio de 
Quinchia – Risaralda, dado que les servirá de diagnóstico sobre esta problemática y les 
permitirá exigir la efectividad de este derecho fundamental que es amparado tanto en el 
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5.1 Objetivo General 
 
Explicar el desarrollo de los procesos de consulta previa en las comunidades 
indígenas del Municipio de Quinchia/ Depto. de Risaralda durante los años 2013/I – 
2014/II 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
Examinar la normatividad existente respecto a la consulta previa en las comunidades 
indígenas en Colombia. 
 
Analizar el desarrollo de los estándares internacionales respecto a la consulta previa 
en las comunidades indígenas. 
 
Evaluar la aplicación de la consulta previa en las comunidades indígenas del 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado de Arte 
 
Libro denominado “La consulta previa a pueblos indígenas: los estándares del 
derecho internacional” por Meghan Morris, Cesar Rodríguez Garavito, Natalia Orduz 
Salinas y Paula Buriticá, 2009. 
 
Aspectos: El libro expone como la consulta previa a pueblos indígenas y grupos 
étnicos, es uno de los temas más controversiales y difícil el derecho nacional e internacional 
de los derechos humanos.  
 
Según el doctrinante:  
 
“Si bien este pluralismo jurídico no es infrecuente (especialmente en el 
ámbito del derecho internacional), la falta de sistematización y 
armonización de los estándares existentes puede ir en detrimento de la 
protección eficaz de los derechos de las poblaciones protegidas por ellos 
en este caso, los pueblos indígenas y otros grupos étnicos (como las 
comunidades afrodescendientes  en América Latina)—. Este es, 
ciertamente, el caso de la consulta previa.”(Morris et al, 2009, p.5). 
 
De igual manera exponen que: 
 
“Un obstáculo para la garantía del derecho a la consulta previa es la 
tendencia de los analistas, los jueces y los gobiernos a tratar el problema 
como si fuese un todo, es decir, como si el dilema consistiera sólo en 
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hacer o no hacer una consulta. Lo que esta perspectiva pierde de vista 
es el hecho de que la consulta consiste en un procedimiento con varios 
pasos y dilemas —desde la publicidad de los pormenores de un proyecto 
económico que se planea ejecutar en territorio indígena hasta los 
participantes y la duración de la consulta—, en cuyos detalles se juega 
el nivel de protección a los derechos de los pueblos y comunidades 
protegidas. Por ello, en lugar de un estudio global del tema, se requiere 
un análisis desagregado de los temas y pasos fundamentales de la 
consulta, y de las repercusiones que tienen para los Estados, los pueblos 
indígenas, el sector privado y otros actores. (Morris et al, 2009, p.5). 
 
Por otro lado, se hace pertinente citar el convenio 169 de la OIT, 1989, según el cual: 
 
“La Organización Internacional del Trabajo (OIT) fue fundada en 1919, 
con una visión según la cual una paz duradera y universal sólo puede 
ser alcanzada cuando está fundamentada en el trato decente de los 
trabajadores, y se convirtió en la primera agencia especializada de la 
ONU en 1946. Sus objetivos principales son “promover los derechos 
laborales, fomentar oportunidades de empleo dignas, mejorar la 
protección social y fortalecer el diálogo al abordar temas relacionados 
con el trabajo”(Convenio 169 de la OIT). 
 
 
Ensayo titulado “La consulta previa como requisito obligatorio dentro de trámites 
administrativos cuyo contenido pueda afectar en forma directa a comunidades indígenas 
y tribales en Colombia” por Carlos Eduardo Salinas Alvarado, 2011. 
 
Aspectos: El presente ensayo expone las oscilaciones que la Corte Constitucional de 
Colombia ha tenido en torno del derecho de la consulta previa, dando cuenta de los alcances 
y vicisitudes de la manera como se ha interpretado el Convenio 169 de la OIT ratificado 
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por Colombia en la Ley 21 de 1991 y cómo este derecho, dada la omisión legislativa al 
respecto, ha sido de construcción pretoriana, que no obstante sus vaivenes ha contribuido 
a darle cuerpo a la consulta previa, por lo que, teniendo en cuenta la enorme variedad de 
medidas administrativas, susceptibles de ser consultadas, se hace énfasis en el 
otorgamiento de licencias ambientales, en el marco de la democracia participativa 
colombiana, constituyendo un tema poco pacífico de la antropología jurídica en Colombia 
y otros países de la región, pues hay una aparente pugna entre los derechos de las minorías 
y el derecho ambiental con el desarrollo industrial que concierne a la generalidad de los 
asociados. 
  
Según el doctrinante Salinas Alvarado, 2011, el derecho a la consulta previa para los 
pueblos indígenas se puede ver desde dos ángulos, a continuación se citan sus puntos de 
vista: 
“como un derecho procesal que presupone un requisito de 
procedibilidad previo a la realización de cualquier tipo de acto que 
pueda incidir en el territorio indígena o que los pueda afectar en su 
identidad cultural y étnica, o como un derecho sustantivo, por medio del 
cual los pueblos indígenas puedan tener acceso a la participación 
informada de su desarrollo y a las interferencias que podrían afectarles 
negativa o positivamente, es decir, incluso en aquellos casos en los 
cuales se pudiese creer que la medida le resulta conveniente a los 
integrantes de la minoría étnica” 
 
A parte el doctrinante expone desde su punto de vista el Decreto 1320 como se verá 
a continuación: 
“Decreto 1320 antes mencionado, aunque –como se acaba de ver– hay 
cosa juzgada respecto de su constitucionalidad, vale anotar que, por 
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tratarse de un derecho fundamental, lo correcto era haber expedido una 
ley estatutaria al respecto y no un decreto reglamentario, conforme lo 
ordena 
el artículo 152 constitucional, lo cual ha sido considerado un caso 
modélico de elusión del control constitucional. 
 
Una de las modalidades de consulta previa en actividades 
administrativas es la que se realiza en la erradicación de cultivos de uso 
ilícito. En ese tema, la sentencia de la Corte Constitucional SU-383 del 
2003  protegió los derechos a la diversidad e integridad étnica y 
cultural, a la participación y al libre desarrollo de la personalidad de 
los pueblos indígenas y tribales de la Amazonia colombiana, donde se 
ampararon dichos derechos fundamentales teniendo en cuenta sus 
singulares características11 –toda vez que el artículo 7.º de la norma de 
normas establece que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica 
y cultural de la nación colombiana– y argumentos como los esgrimidos 
por el Instituto Indigenista Interamericano, organismo especializado del 
sistema interamericano –entre otros–, al expresar: 
[…] podemos concluir que, aunque las sustancias activas de la coca 
(principalmente la cocaína) tienen ante todo una acción antifatigante y 
productiva de placer, el hábito de consumo en su forma tradicional no 
corresponde a la satisfacción de una necesidad biológica, sino que está 
enraizada en ancestrales y profundas consideraciones culturales, por lo 
que esta costumbre, como el consumo del tabaco y del alcohol en otras 
culturas, debe ser enfocada no como un problema biológico sino como 
un complejo cultural que forma parte del núcleo social indígena y que 
asume el carácter de un símbolo de identidad étnica. 
Por otra parte, la Corte, al expresar: 
[…] debe la Corte nuevamente referirse a la necesidad de que las 
entidades accionadas adelanten la consulta, para poder establecer en 
qué medida los pueblos indígenas y tribales de la Amazonía [sic] 
colombiana tienen derecho a mantener sus plantaciones, y con que 
alcance sus autoridades o las autoridades nacionales, según el caso, 
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pueden reprimir el delito de plantaciones ilícitas, dentro de un ámbito 
territorial determinado […] 
 
Por último, se hace pertinente citar el siguiente aparte correspondiente al derecho al 
veto en la consulta previa: 
 
“Según el Doctrinante Salinas 2011, si bien es cierto que la consulta 
previa es un derecho fundamental, esto no constituye un derecho al veto. 
Sobre el particular, la misma Organización Internacional del Trabajo 
despejó cualquier duda en lo que respecta al Convenio 169: 
 
[…] Pregunta: ¿El artículo 7 implica que los pueblos indígenas y 
tribales tienen el derecho a vetar las políticas de desarrollo? No, ningún 
segmento de la población nacional de cualquier país tiene derecho a 
vetar las políticas de desarrollo que afecte a todo el país. Durante las 
discusiones encaminadas a la adopción del Convenio, algunos 
representantes indígenas afirmaban que esto permitiría a los gobiernos 
hacer lo que quisieran. La Conferencia no entendió de esta manera el 
contenido de este artículo del Convenio. El artículo 7 exige a los 
gobiernos realizar verdaderas consultas en las que los pueblos 
indígenas y tribales tengan el derecho de expresar su punto de vista y de 
influenciar el proceso de toma de decisiones. Lo anterior significa que 
los gobiernos tienen la obligación de crear las condiciones que permitan 
a estos pueblos contribuir activa y eficazmente en el proceso de 
desarrollo. En algunos casos, esto puede traducirse en acciones 
dirigidas a ayudar a los referidos pueblos a adquirir el conocimiento y 
las capacidades necesarias para comprender y decidir sobre las 
opciones de desarrollo existentes… 
 
Conforme a lo expuesto líneas arriba, y teniendo en cuenta que el 
derecho a la participación podría confundirse en el imaginario popular 
con un derecho al veto –y que, dicho sea de paso, este pueda ejercerse 
de mala fe o pretenda obstaculizar o retardar–, la Corte no ha dejado 
lugar a equívocos al afirmar: 
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[…] Con todo, conviene observar que el ejercicio de la participación 
ciudadana goza de un margen de discrecionalidad que toca incluso con 
el derecho al libre desarrollo de la personalidad, por lo cual, cuando 
quiera que por decisión propia, aún por imprudencia, desidia o 
conducta dilatoria de los interlocutores particulares se frustre la 
posibilidad de algún grado de concentración pluralista, y siempre que 
las autoridades estatales hayan cumplido por su parte en la forma y 
tiempo debidos, no quedará otro remedio más viable que el de reconocer 
el fracaso de las oportunidades dadas por el Estado a las personas en 
un caso concreto, siendo al efecto necesario admitir las consecuencias 
que se puedan derivar del vencimiento de los términos no aprovechados 
por los particulares pues, dado que las tareas y fines del Estado no 
pueden someterse a un ad calendas graecas natural o provocado las 
autoridades competentes deberán privilegiar el interés general 
adoptando las medidas conducentes a un genuino desarrollo de sus 
potestades políticas, legislativas, reglamentarias, ejecutivas y de 
control17 [énfasis nuestro]. 
 
Así las cosas, participar no implica vetar. La Corte Constitucional ha 
señalado que el objeto principal de la consulta a grupos étnicos es llegar 
a acuerdos y concertaciones sobre las materias objeto de ella, pues de 
no ser así, el derecho a participar devendría inocuo, tendría una eficacia 
meramente simbólica, pues no tendría la capacidad de incidir en las 
decisiones estatales, contrariando la democracia participativa, caro 
principio en un Estado social de derecho.” 
 
Artículo denominado “De la tutela indígena a la libre determinación del desarrollo, 
la participación, la consulta y el conocimiento”  por  Raquel Z. Yrigoyen Fajardo (2009).  
 
Aspectos: Este artículo tiene como objeto llegar a una mayor comprensión sobre los 
derechos de las comunidades indígenas actualmente, en la participación, consulta y 
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consentimiento previo. Cabe resaltar que este artículo está desarrollado  desde una 
perspectiva diacrónica en cuanto a los cambios establecidos en los principios de la relación 
Estado- pueblo indígena.  
 
De este artículo se hace pertinente citar el siguiente aparte: 
 
“la participación, consulta previa y consentimiento previo, libre e 
informado hacen parte de un corpus de derechos colectivos enmarcado 
en nuevos principios de relación entre el Estado y los pueblos 
indígenas”(Yrigoyen  Fajardo, p.12-13). 
 
Artículo titulado “Los derechos de los pueblos indígenas de Colombia en la 
Jurisprudencia de la Corte Constitucional” por Frank Samper. 
 
Aspectos: El artículo hace una descripción histórica iniciando desde la década de los 
80, cuando la mayoría de los estados latinoamericanos, trataron tomar en consideración los 
derechos de las comunidades indígenas de cada territorio de acuerdo al marco de  nuevas 
constituciones nacionales  y las políticas internacionales. 
 
De este texto se hace necesario citar el siguiente aparte: 
“las fuentes jurídicas del derecho indígena en Colombia, en Colombia 
la puesta en vigencia de la nueva Constitución  Colombiana, se inició 
una nueva era para las comunidades indígenas del país; de manera que 
se capacito  a 3 representantes indígenas, los cuales se incorporaron a 
la asamblea constituyente, logrando incorporar de esta manera amplias 
disposiciones en la constitución indígena” (Semper, 2003, p.762-763). 
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6.2 Marco Teorico 
 
PRIMERA VISION: La consulta previa a pueblos indígenas. Los estándares del 
derecho internacional. 
 
El tema de la consulta previa es de gran importancia política, social y económica para 
los pueblos indígenas. Sin embargo, los ordenamientos jurídicos nacionales e 
internacionales referentes al tema, se caracterizan por la dispersión en los conceptos y la 
normativa, además, hay una notable escasez de sistematización de los estándares, lo cual 
desencadena en la no protección de los derechos de las poblaciones indígenas y demás 
grupos étnicos. 
 
La Universidad de los Andes toma este diagnóstico como el punto de partida para la 
realización de un estudio sistemático de las normas internacionales referentes al derecho a 
la consulta previa. 
 
SEGUNDA VISIÓN: Por qué la consulta previa es un derecho fundamental de los 
pueblos indígenas. 
 
La Entidad Comunicaciones Aliadas con el apoyo de AJWS (American Jewish world 
service), elabora un informe en el cual aborda la situación del derecho a la consulta previa 
en nueve países latinoamericanos.  
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Este estudio plantea el por qué la consulta previa es un derecho fundamental de los 
pueblos indígenas, las confusiones normativas que se generan por la dualidad en las 
definiciones conceptuales, la vulnerabilidad de muchas comunidades ante la explotación 
desenfrenada de recursos naturales y él cómo algunas comunidades indígenas 
latinoamericanas han hecho respetar sus derechos. 
 
TERCERA VISIÓN: El desarrollo legal y jurisprudencial de la consulta previa a la 
luz de los derechos humanos. 
 
En el  marco jurídico internacional existen diferentes instrumentos jurídicos 
referentes al tema de la consulta previa, hay declaraciones y tratados internacionales donde 
la OIT proporciona muchos de estos instrumentos al servicio de los gobiernos acogidos a 
ella.  
 
El desarrollo jurisprudencial colombiano de la consulta previa, va tomando forma y 
unificación conceptual en la medida que los diferentes casos llevan a la Corte 
Constitucional a proferir sentencias consecuentes con la conservación, integridad y 
supervivencia de nuestras poblaciones indígenas.  
 
Cuando se analizan sentencias y casos enmarcados en el derecho a la consulta previa, 
se puede observar que hay un avance positivo y creciente en cuanto a lo jurisprudencial 
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colombiano, mientras que lo normativo tiende a dispersarse desde las instancias 
internacionales. 
 
6.3 Marco Jurídico 
 
Internacionales 
o Declaración de las Naciones unidas sobre los derechos de los pueblos 
indígenas 
o Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo OIT sobre 
pueblos indígenas y tribales en países independientes (1989) 
o Declaración sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías 
raciales o étnicas, religiosas y lingüísticas. 
o Pacto Internacional de derechos civiles y políticos 
o Carta de las Naciones Unidas 
o Carta Internacional Americana de Garantías Sociales 





o Constitución Política artículos 2, 7, 40 y 330 
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o Ley 21 de 1991 “por medio de la cual se aprueba el Convenio No. 169 sobre 
pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptada por la 76ª 
reunión de la Conferencia General de la O.I.T, Ginebra 1989” 
o Ley 99 de 1993 artículo 76 
o Ley 70 de 1993  
o Decreto 1320 de 1998 “Por el cual se reglamenta la consulta previa con las 
comunidades indígenas y negras para la explotación de los recursos 
naturales dentro de su territorio” 
o Decreto 200 de 2003 
o Ley 135 de 1994 
o Ley 1437 de 2011 artículo 46 
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7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION 
 
7.1 Tipo de Investigación  
 
La investigación es de tipo formal e histórico-hermenéutico1 y se desarrolla a través 
de la metodología descriptiva y aplicada. 
 
7.2 Método de Investigación  
 
El método utilizado fue “análisis y síntesis”, teniendo en cuenta que se tomaron los 
conceptos doctrinales y jurisprudenciales, así como los pronunciamientos internacionales 
respecto a los procesos de consulta previa en las comunidades indígenas del Municipio de 
Quinchia 
 
7.3 Información Secundaria 
- Normatividad. 
- Artículos académicos. 
- Jurisprudencia. 
                                                 
1Este método forma parte del método general de la "discusión racional"[a]. El así llamado método de la comprensión 
se puede considerar como un proceso heurístico, válido para la obtención de ciertas hipótesis psicológicas que sirvan 
de premisas de un argumento explicativo, pero que de por sí no da ninguna garantía de que esas hipótesis sean 
correctas[b]Este método no es en sí un proceso de verificación que haga superfluo el método de comprobación, pero 
puede ayudar a comprender la tarea, razones y fines de las "ciencias humanas" que no pueden renunciar a su historia[c] 
[a] POPPER, K. R.: Lógica de la investigación científica. Tecnos. Madrid, 1971, p. 17. 
[b] N, URZUA. W, K, ESSLEN. D, ANTISERI. O.C., p. 151. 
[c] N, URZUA. W, K, ESSLEN. D, ANTISERI. O.C., p. 152. 
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- Libros.  
- Defensoría del pueblo. 
- Gobernación de Risaralda. 
- La CARDER. 
- El Ministerio de interior – Dirección de Consulta Previa.  
- Consejo Regional Indígena de Risaralda.  
- Personería de Quinchía – Risaralda.  
 
7.4. Población y muestra  
 Población: Comunidades Indígenas del Municipio Quinchia.  
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8 DESARROLLO TEMATICO 
CAPITULO I: LOS PROCESOS DE CONSULTA PREVIA EN LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2013-2014 
DENOMINADO PROSPERIDAD PARA TODOS  
 
De acuerdo con la Mesa de Coordinación interinstitucional con el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014 denominado “Prosperidad para todos”, este se ejecuta con el fin de 
llevar a cabo el plan de acción 2013-2014 en el cual se pretendió dar cumplimiento a los 
acuerdos de consulta previa con pueblos indígenas. 
 
La Constitución Política Colombiana estable en los artículos 7 y 13 que el estado 
reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación, motivo por el cual este debe 
promover las condiciones para la igualdad sea real y efectiva, para esto debe adoptar 
medidas a favor de los grupos étnicos. 
 
De manera que con el fin de dar cumplimiento a los anterior expuesto el gobierno 
nacional incorporo en el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para todos, 
en el capítulo  IV “igualdad de oportunidades para la prosperidad social”, literal c) 
Políticas diferenciadas para la inclusión social”2, esto con el fin de generar situaciones de 
igualdad de oportunidades y de desarrollo social integral particularmente para los grupos 
étnicos y los pueblos indígenas. 
 
                                                 
2 https://pwh.dnp.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=n0E2VGHxRd8%3D&tabid=1515 
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A continuación se cita el plan de acción para dar cumplimiento a los compromisos 
del PND 2010-2014 con pueblos indígenas: 
 
“El Gobierno Nacional con el propósito de dar cumplimiento a los 
compromisos adquiridos en el marco de la Consulta Previa al Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para Todos”, 
atendiendo a la solicitud de los delegados indígenas a la Mesa 
Permanente de Concertación –MPC, presenta a continuación el Plan de 
Acción 2013-2014, en el cual se han definido recursos superiores a los 
$730 mil millones para el cumplimiento de los compromisos (Cuadro 
1). 
A continuación se presenta el Plan de Acción 2013-2014 por cada una 
de las entidades con compromisos, en donde se incluye la información 
sobre las principales acciones y/o actividades a realizar para el pleno 
cumplimiento de los acuerdos, así como, los recursos que cada entidad 
estima va a destinar para dicho propósito. 
Vale la pena mencionar, que algunas entidades que no informaron sobre 
recursos específicos para dar cumplimiento a los compromisos, 
adelantarán mesas de trabajo y reuniones de alto nivel, para avanzar en 
temas estratégicos que requieran una mayor dinámica y coordinación, 
así como, definir los recursos para cumplir con los compromisos.( p.6). 
 
En cuanto a consulta previa el ministerio de interior asumió 10 compromisos con 
pueblos indígenas los cuales se expondrán a continuación: 
 
“En los años 2011-2012, el MI invirtió recursos superiores a los 
$11.340 millones para dar cumplimiento a los compromisos; así mismo, 
se estima que durante las vigencias 2013-2014 se inviertan recursos 
cercanos a los $9.300 millones. 
Plan de Acción 2013-2014: Actividades principales y recursos por 
compromiso  
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Compromiso 1. El Departamento Nacional de Planeación creará con 
recursos de su presupuesto una bolsa de fomento para el desarrollo 
propio de los Pueblos Indígenas. Las prioridades de inversión de esta 
bolsa se definirán de manera concertada con los pueblos indígenas y sus 
organizaciones en el marco de la Mesa Nacional de Concertación. 
Esta bolsa debe estar en funcionamiento a partir del 1 de enero del año 
2012. Esta bolsa tendrá un monto inicial de $4.000 millones con un 
incremento hasta alcanzar $5.000  millones, anualmente según la 
gestión y ejecución del mismo. 
Actividades y recursos previstos 2013-2014 
El DNP dispone de los recursos 2013 ($4 mil millones), ha solicitado 
que los delegados indígenas en la MPC definan en el primer trimestre 
de las prioridades de inversión para poder adelantar el trámite de 
distribución de recursos a la o las entidades que se definan deben ser 
las ejecutoras de los recursos. 
Total Recursos 2013-2014: $8.000 millones 
Compromiso 2. El Gobierno nacional formulará la Política Pública 
Integral para Pueblos Indígenas concertada con las autoridades y sus 
organizaciones representativas en el marco de la Mesa Nacional de 
Concertación, la cual se aprobará mediante un documento CONPES, a 
más tardar dentro de los doce meses siguientes a la aprobación de la ley 
del Plan Nacional de Desarrollo. Para este propósito, el Gobierno 
garantizará la consulta y concertación de esta política e incluirá un plan 
de acción de corto a mediano y largo plazo con programas, proyectos y 
recursos para la adopción de la política. 
Actividades y recursos previstos 2013 
Se viene trabajando concertadamente DNP-Ministerio del Interior-
Programa Presidencial para Pueblos Indígenas, en la elaboración de 
una propuesta de enfoque, alcance y contenidos mínimos para presentar 
en la MPC para su discusión y aprobación. Una vez se adelante este 
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CAPITULO II: NORMATIVIDAD EN COLOMBIA SOBRE LOS 
DERECHOS DE LAS COMUNIDADES INDIGENAS Y DEMAS 
COMUNIDADES ETNICAS DEL PAIS Y LA CONSULTA PREVIA 
 
De acuerdo con  Muelas Hurtado (1999), en su artículo titulado “Resistencia 
Cultural y pueblos indígenas” expresa que: 
 
“…esos derechos que nos han reconocido, los que llamamos hoy las 
normas jurídicas legales, las que encuentran en la Constitución, y en las 
normas estatutarias u ordinarias, son un soporte del Derecho Mayor, y 
de la ley de origen, de la ley natural.” 
 
Aunque de igual forma, el doctrinante resalta que:  
 
“la bases para reconocer esos derechos ha sido esa filosofía, esos 
principios de nuestra identidad, esa realidad de que nuestros 
antepasados, gozando o sufriendo, se desarrollaron en nuestro 
continente durante más de 30 mil años, y es gracias a esto que tenemos 
hoy en día nuestros derechos”. 
 
De alli que se haga pertinente exponer las obligaciones del estado Colombiano y los 
derechos de los pueblos indígenas tribales según el convenio (169 de la OIT). 
 
“Los pueblos indígenas y tribales gozan plenamente de los derechos 
humanos y libertades fundamentales que han sido consagrados en 
Colombia. En la búsqueda de la protección de sus derechos y de 
garantizar el respeto de su integridad, el Estado colombiano debe 
asumir para tal fin la responsabilidad de desarrollar una acción 
coordinada y sistemática, incluyendo además medidas que aseguren que 
dichos pueblos gocen de los derechos y oportunidades otorgadas al resto 
L o s  P r o c e s o s  d e  c o n s u l t a  p r e v i a  e n  l a s  c o m u n i d a d e s  
i n d í g e n a s  d e l  M u n i c i p i o  d e  Q u i n c h i a | 29 
 
de la población. También debe promover la efectividad de los derechos 
sociales, económicos y culturales de estos pueblos y eliminar las 
diferencias socioeconómicas de una manera compatible con sus 
aspiraciones y formas de vida (Convenio 169 de la OIT)”. (Rodríguez, 
2010). 
 
Por otro lado, según la doctrinante Rodríguez, el tema de consulta previa  ha desatado  
diversas discusiones a nivel nacional, destacando de ellas el caso de  los U’wa que alegan 
que el ministerio del medio ambiente, hoy conocido como Ministerio de medio ambiente, 
Vivienda  y Desarrollo Territorial, dicho ente autorizo la ejecución de la exploración y 
explotación de hidrocarburos  en su territorio ancestral sin realizar consulta previa, y de 
este modo vulnerando y violando sus derechos fundamentales a la vida a la paz y a la 
asociación, libre expresión, a la información y difusión  y por consiguiente al medio 
ambiente, derechos que están consagrados en la Constitución Colombiana. (p.114) 
 
De alli que se amerite, entrar a profundizar un poco en este capítulo sobre la temática 
de la consulta previa, el cual es un derecho fundamental, que poseen los pueblos indígenas 
y comunidades étnicas de poder decidir  sobre las medidas judiciales o administrativas, o 
de aviso cuando se pretendan realizar proyectos, obras o actividades dentro de sus 
comunidades o territorios, y de esta manera se busca proteger la integridad de estos tanto 
cultural, social como económica, pero fundamentalmente garantizar  el derecho a la 
participación. 
 
Adicionalmente, se halla una consideración de la Corte  Constitucional  sujeto  a los 
derechos  de carácter colectivo en la cual se hace referencia al siguiente aparte: 
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“(…) los integrantes dignos de tutela constitucional y amparables bajo 
la forma de derechos fundamentales no se reducen a los predicables de 
sus miembros individuales considerados, sino que también logran 
radicarse en la comunidad misma que como tal aparece dotada de 
singularidad propia, la justamente es el presupuesto del reconocimiento 
expreso que la Constitución hace  a la diversidad étnica y cultural de la 
nación Colombiana (…)” 
 
De igual forma, señalo que: “la protección que la Carta extiende a la 
anotada diversidad se deriva de la aceptación de formas diferentes de 
vida social, cuyas manifestaciones y permanentemente reproducción 
cultural  son imputables a estas comunidades como sujetos colectivos 
autónomos  y no como simples agregados de sus miembros que, 
precisamente, se realizan a través del grupo y asimilar como suya la 
unidad de sentido que surge de las distintas vivencias comunitarias (…) 
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CAPITULO III: ESTANDARES INTERNACIONALES SOBRE LA CONSULTA 
PREVIA A COMUNIDADES INDIGENAS 
 
 
Estándares de los órganos del Sistema de las Naciones Unidas: 
 
De acuerdo con Rodríguez et al. (2010) existe un animado debate sobre el significado 
del término pueblos cuando se refiere a grupos indígenas y tribales. Algunas importantes 
fuentes que lo usan hacen explícita aclaración sobre su diferencia con el significado 
tradicional de “pueblos” que hace referencia únicamente a los Estados. 
 
De alli que para sustentar dicho aporte los doctrinantes traigan a colección el 
Convenio 169 de la OIT el cual expresa en el artículo 1.3 que:  
 
“[l]a utilización del término “pueblos” en este convenio no deberá 
interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que 
atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho 
internacional” (Organización  Internacional del Trabajo, Convenio OIT 
169, Art.1.3). 
 
No obstante según la Guía de Aplicación de la OIT,  para este convenio se acuñó el 
término “pueblos” y no el de “poblaciones” para grupos indígenas o tribales luego de largas 
discusiones, con el fin de  reconocer que estos grupos tienen una identidad propia y no sólo 
algunas características culturales y raciales comunes. (Organización  Internacional del 
Trabajo, Convenio OIT 169, p.13). 
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Es preciso entonces enfatizar que esta guía manifiesta que, a pesar de que el artículo 
1.3 se introdujo por la preocupación de los Estados de que tales grupos pudieran declararse 
independientes, el convenio no se manifiesta ni a favor ni en contra del derecho a la 
autodeterminación de los pueblos indígenas y tribales, debido a que no es competente para 
definir el alcance de este término en el derecho internacional. 
 
Por otro lado, es importante considerar que el anterior documento  se fundamenta el 
derecho en varias normas  tales como: La Carta de las Naciones Unidas, el PIDESC y el 
PIDCP,  de igual forma que La declaración y el Programa de Acción de Viena,  lo cuales 
afirman la importancia fundamental del derecho  de todos los pueblos a la libre 
determinación. 
 
De igual manera se hace alusión a la Declaración de los Pueblos Indígenas que fue 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre del 2007,  con 
143 países a favor y cuatro en contra (Australia, Canadá, Nueva Zelanda y Estados Unidos) 
y 11 abstenciones (Azerbaiyán, Bangladés, Bután, Burundi, Colombia, Georgia, Kenia, 
Nigeria, Rusia, Samoa y Ucrania), mientras que 34 Estados no estuvieron presentes en la 
votación. Posteriormente, los gobiernos de Australia y Colombia también decidieron 
adherirse, aunque este último país lo hizo sin aceptar el derecho integral a la consulta 
previa. (Rodríguez et al, 2010). 
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En síntesis esta declaración, si bien no es vinculante, sí establece un compromiso 
político importante para los Estados que hacen parte de ella, sin embargo este se convierte 
así como un instrumento de presión para los que no la han firmado.  
 
Es preciso también resaltar que la declaración es el pronunciamiento más reciente e 
importante en materia de la consulta previa, debido a que involucra plenamente el principio 
del consentimiento libre, previo e informado para el traslado de grupos indígenas de sus 
tierras, así como para la adopción y aplicación de medidas legislativas y administrativas 
que los afecten, entre otras situaciones. (Declaración de los Pueblos Indígenas Arts., 10, 19 
y 28). 
 
De modo que,  esta declaración, exige todos aquellos bienes de orden intelectual, 
cultural o espiritual que los grupos indígenas hayan perdido sin sus consentimientos libres, 
previos e informados ser devueltos. 
 
Adicionalmente, Anaya (2013), argumenta que: 
 
La consulta se trata de una obligación estatal destinada a salvaguardar, 
en particular, los derechos de propiedad de los pueblos indígenas sobre 
sus tierras, recursos y territorios, como ha señalado la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en una serie de casos en el 
contexto de proyectos de extracción de recursos naturales. La consulta 
también salvaguarda otros derechos, tal como el derecho a la cultura y 
a la religión, por ejemplo cuando una decisión sobre un proyecto podría 
afectar sitios sagrados; el derecho de los pueblos indígenas de sentar 
sus propias prioridades para el desarrollo, sobre todo cuando se trata 
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de proyectos de inversión a grande escala en territorios indígenas; o el 
derecho a la salud y bienestar físico en relación con un medio ambiente 
limpio y saludable. Además, la consulta y el consentimiento funcionan 
para asegurar e implementar el derecho de participación efectiva de los 
pueblos indígenas en la toma de decisiones que les conciernen, de 
manera coherente son su derecho a la libre determinación y el ejercicio 
del conjunto de derechos aplicables. Todos estos derechos y otros 
amparados por la consulta se fundamentan en múltiples fuentes de 
derecho internacional, inclusive los tratados multilaterales de derechos 
humanos antes mencionados, y están enunciados en la Declaración 
sobre los derecho de los pueblos indígenas. La consulta y el 
consentimiento han de funcionar para identificar y evaluar los impactos 
sobre estos derechos que puedan tener las decisiones administrativas o 
legislativas estatales, y para proteger y facilitar el goce de estos 





El doctrinante Anaya, por otro lado expone que  dentro de la doctrina  del derecho 
internacional, salvo en pocos casos, los derechos humanos pueden ser restringidos sin que 
produzcan violaciones de la normatividad internacional, sin embargo, las restricciones a 
los derechos solo se podrán producir  bajo unas condiciones  limitadas de proporcionalidad 
y necesidad con relación  a un interés valido estatal dentro del marco de los derechos 
humanos. Lo  anterior Anaya (2013), lo sustenta de acuerdo con el artículo 46.2 de la 
declaración la cual reza: 
 
...El ejercicio de los derechos establecidos en la presente Declaración 
estará sujeto exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley 
y con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de derechos 
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humanos. Esas limitaciones no serán discriminatorias y serán sólo las 
estrictamente necesarias para garantizar el reconocimiento y respeto 
debidos a los derechos y libertades de los demás y para satisfacer las 
justas y más apremiantes necesidades de una sociedad democrática. (Art 
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Para concluir puntualizamos que actualmente, más de quince pronunciamientos de la 
Corte Constitucional han terminado por garantizar el derecho que tienen los pueblos 
indígenas y afrocolombianos a ser consultados cada vez que se tomen medidas 
administrativas o legislativas que puedan afectarles directamente. 
 
Así también, se puede concluir que la normatividad respecto a la consulta previa no 
ha sido la apropiada, por ende se evidencia la falta de instrumentos y herramientas que 
permitan tener una claridad sobre  la manera en que debe realizarse la consulta previa, esto 
para su validación y concertación. 
 
De manera que en la medida que el reconocimiento de derecho a la autonomía 
territorial debería incluir el establecimiento de procedimientos y organismos para su 
protección, con el objetivo de garantizar el ejercicio de la justicia. 
 
Por último, podemos resaltar que las tensiones que se presentan entre los programas 
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